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ABSTRACT: The concept 01 mental disease and imputableness held by
lawyers carresponds to positivism conception. They consider lhat any
individual deficit in mental capacity Is sick.

Theory of subculture questions the existence of absolute principIes in !he
society and lhose who do not agree are considered insanes.

The altemative psychiatry questions lhe scientific foundations of psychiatry,
and consider!hat it's simply as Instrument 01 social control.

The evaluation of imputableness is essentially a legal problem. An individual
cauld not be imputable lor economical aime, but nol lor Injuries aime. On !he
olher hand, the Costa Rican Code 01 Criminal Procedures says that when
there exislS a cause 01 no imputableness, a security rule must be applied. Thls
Law violates !he principIes 01 aquality and adaquate process.

The ltalian jurisprudence establishes !hat!he diagnosis 01 no imputableness
mus! be actualized In arder to justify !he security rule by !he dangerousness
of the inmate.

The aulhor emphasizes that sometimes !he no imputable individual Is placed
under worse conditions !han lhe convicto
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RESUMEN: El ooncepto que los abogados, induidos los jueces, tienen de la
enfermedad mental y la imputabilidad corresponde a la cancepci6n de fa es­
cuela positivista. Esta corriente ha llegado a considerar que toda persona que
tiene alguna disminución de su capacidad mental es un enfermo.
la teorla de la subcultura cuestiona la existencia de valores absolutos en la
sociedad, y de que quienes no los campartan o no se adapten a esos valo­
res sean enajenados.
La psiquiatrla alternativa o antisiquiatrla cuestiona el fundamento cientrlico de
la psiquiatrfa, y cansidera que ésta es simplemente un instrumento de con­
trol social.
la evaluación de la inimputabilidad es esencialmente un problema jUrldico.
Una persona puede ser Inimputable para un delito 9CDnómico y, sin embar­
go, no serlo para un delito de lesiones.
Por otra parte, el Código de Procedimientos Penales costarricense estable·
ce que cuando exista una causa de inimputabilidad debe dictarse sobresei·
miento e imponer una medida de seguridad. Esta norma canstituye una vio­
lación a los principios constitucionales del debido proceso y de la igualdad.
La escuela ital iana exige que el diagnóstico de inimputabilidad debe ser actual
para que se justifique la med;da de seguridad con base en la peligrosidad del
sujeto.
El autor seMla que al ¡nimputable se le caloca, a veces, en peores condido­
nes que al imputable.

PALABRAS CLAVES: Psiquiatrla forense, imputabilidad, procedimientos
penales.

INTRODUCCIÓN.
El tema cuando se me planteó me

pareció interesante, aunque creo que a la
mayoría de los jueces nos luce lejano.

Tengo la impresión de que la mayor par­
te de los casos de inimputabilidad se
definen en la instrucción al dictarse una
sentencia de sobreseimiento y nuestra

relación con la Psiquiatría y la Psicología
es tangencial a pesar de que en algunas
ocasiones se plantea el problema sobre
la ¡nimputabilidad del acusado.
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"Juez Superior Penal y profesor de la Facultad de Derecho, Universidad de Costa Rica.



En términos generales, creo que en
nuestra formación como abogados o
como jueces tenemos graves limitacio­
nes respecto al manejo conceptual de la
Psiquiatrfa y de la Psicologfa y creo que
aún los psicólogos y los psiquiatras no se
ponen de acuerdo en algunos casos
sobre cómo debe definirse a un inimputa­
ble.

Recuerdo un caso en el que se plan­
teó esta polémica entre psicólogos y psi­
quiatras. Por un lado, los psiquiatras
decfan que no existfa un problema de
inimputabilidad, mientras que los psicólo­
gos afirmaban lo contrario. Pero, en
general, no es un tema que suscite un
interés notable entre los abogados.

Me parece que también no plantea
especial interés porque los casos que se
resuelven con una medida de seguridad
no son especialmente polémicos y en los
pocos en que puede plantearse una inte­
resante controversia, ocurre lo que en
alguna forma mencionó don Juan Diego
Caslro, en el sentido de que muchas
personas con graves problemas de
inimputabilidad están catalogadas como
delincuentes comunes, siendo muy diffcil
poder evaluar en esos casos si esa per­
sona es o no inimputable. ya que existen
graves limitaciones de carácter materiai
que impiden tal evaluación.

CAPACIDAD MENTAL E IMPUTABILI­
DAD.

El tema de la inimputabilidad, en
términos generales, se lo planteó la es­
cuela clásica y la escuela positiva en re­
lación con un valor importante que es el
de la libertad. Desde un punto de vista ju­
rfdico y filosófico, se lo plantearon las dos
escuelas mencionadas, pero los positivis­
tas llegaron al extremo de afirmar que el
problema de la libertad o autodetermina­
ción era irrelevante (1). Es importante
destacar la incidencia que ha tenido la
visión positivista respecto a la enferme­
dad mental; la idea de que la persona
que tiene algún tipo de disminución en su
capacidad mental es un enfermo, dicho
en términos muy sencillos, ha influido, sin
duda alguna en la concepción que los
jueces y los abogados tenemos sobre la
enfermedad mental y la inimputabilidad.
Ese simplismo, que está alejado del
avance cientffico, es peligroso porque en
muchos casos en que debiera juzgarse a
alguien como inimputable no se hace, ya
que probablemente no está dentro de Jos
esquemas tradicionales de "locos furio­
sos· al que todos más o menos estamos

adaptados, partiendo de una idea un
poco ingenua de que toda psiquiatrfa y
psicología responde a una base científi­
ca indiscutible "de tipo experimental",
muy propia de las ciencias ffsico-mate­
máticas (2), asumiendo que tal cientificis­
mo resolver fa el problema a tal extremo
que pensamos que en realidad no es un
tema que nos deba interesar demasiado,
porque los psicólogos y los psiquiatras lo
resolverán "científicamente". Sin embar­
go, empleando el refrán muy castizo de
"no todo el monte es orégano", voy a
mencionar dos hechos o dos teorías
que cuestionan el concepto tradicional
sobre la inimputabilidad.

La primera, se refiere a la teoría de
las subculturas que desde el punto de
vista sociológico cuestiona la idea de que
existen valores absolutos compartidos
por toda la sociedad y que por esa razón
existen personas que son enajenadas y
que no comparten esos valores o perso­
nas que no se adaptan a ellos (3).

La teoría de la subcultura para mí
tiene mucho mayor influencia no solo en
el tema de la inimputabilidad sino en la in­
terpretación de la culpabilidad. Sobre
este tema no me extenderé (4), pero
debe mencionarse que este problema ha
suscitado al juzgar, actos delictivos co­
metidos por indfgenas, ya que de acuer­
do con sus pautas de comportamiento,
ellos consideran que lo que la cultura do­
minante considera delictivo, es una pau­
ta normal de comportamiento. Hago esta
digresión porque aunque no tengo tiem­
po para extenderme sobre este tema, sin
duda alguna las subculturas cuestionan
el principio que inspira el concepto de
culpabilidad en el sentido de que existen
valores absolutos compartidos por toda
la sociedad.

El otro gran cuestionamiento provie­
ne de lo que algunos llaman la psiquiatrfa
alternativa y que cuestiona básicamente
el fundamento científico de la psiquia­
trfa (5).

Eso no quiere decir que ésta tenga
que desaparecer como ciencia, sólo que
es un cuestionamiento radical similar al
que se ha producido entre la criminología
crítica frente a la criminologfa tradicio­
nal (6). Prácticamente hay un paralelismo
entre uno y otro cuestionamiento.

Los autores más importantes que
inspiran la corriente antisiquiátrica. son
los siguientes: Laing, David Cooper,
Franco y Franca-Vasaglia. Cada uno de
ellos con distintos matices. No puedo ex­
tenderme sobre este tema, aunque sé
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que los psiquiatras y psicólogos tendrán
una definida opinión sobre esta materia.
Sin embargo, los autores mencionados
expresan opiniones muy radicales. plan­
teando, por ejemplo. que la psicología y
especialmente la psiquiatría se convier­
ten en un instrumento de dominación o
de control social (7), con lo cual volvemos
a la polémica fundamental en cuanto a
que no existe realmente un instrumental
teórico-práctico que no suscite valoracio­
nes y polémicas.

De esta forma, términos o conceptos
como esquizofrenia o cualquier otro tér­
mino que utilicemos pueden ser suma­
mente polémicos en cuanto a su con­
tenido (8). Además, existen claras
evidencias que demuestran que el saber
psiquiátrico se utiliza como eficaz instru­
mento de control y dominación, asf por
ejemplo, en el informe del año 1980,
Amnistía Internacional señala que la
enfermedad mental se utiliza bajo "pre­
textos cientfficos" para reducir a los disi­
dentes (9).

Tanto el psiquiatra como el psicólo­
go, al emitir sus diagnósticos, expresan
valoraciones que no son iguales a las del
juez, pero que denotan el polémico con­
tenido de las disciplinas menciona­
das (10). Recalco estos conceptos sin
afán de mortificar a quienes están dedi­
cados a la práctica profesional como la
psiquiatría y la psicologfa, sino que lo
recalco con la idea de que los jueces no
tengamos la conciencia tan tranquila
pensando que cuando el psicólogo o el
psiquiatra emite un diagnóstico, su con­
clusión es indiscutible y definitiva.

El criterio del psicólogo o del psiquia­
tra expresa inevitables valoraciones en
las que se aplican conceptos cuyo conte­
nido es discutible.

La psiquiatría alternativa o antisi­
quiatría cuestiona el fundamento científi­
co que tradicionalmente se le ha atri­
buido a la psiquiatría, que es uno de los
instrumentos más importantes para eva­
luar la inimputabilidad.

Desde el punto de vista antisiquiátri­
co, la psiquiatría se convierte en un sim­
ple instrumento de control social con el
que se etiqueta a las personas como nor­
males o anormales, al igual que se eti­
queta con la condición de delincuen­
te (11). En este aspecto existe un innega­
ble paralelismo entre el planteamiento
del etiquetamiento en criminologfa y la
corriente antisiquiátrica en la psiquia­
tría (12).
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La psiquiatría alternativa plantea la
tesis de que la psiquiatría no es un saber
humano que forzosamente obedece a
una base científica incuestionable (13),
sino que es un saber cuyos conceptos
son polémicos y que responden en algu­
nos casos, a condicionamientos de orden
valorativo y sociopolítico.

El hecho de que la psiquiatría pierda
esa atmósfera cientificista (14), no le
resta su valor como disciplina o como
conocimiento, sin embargo, hace desa­
parecer la ingenua seguridad que ha pre­
dominado entre algunos jueces al consi­
derar que el diagnóstico psiquiátrico o
psicológico responde enteramente a una
evaluación objetiva en la que no intervie­
ne para nada ninguna valoración, debien­
do simplemente decretarse la ¡nimpu­
tabilidad con base en el incuestionable
criterio del psicólogo. Esta solución tan
fácil, ya no existe; el juez debe tener pre­
sente que el criterio del psicólogo o del
psiquiatra responde a determinados pre·
supuestos y valoraciones que no son en·
teramente objetivos, de tal forma que la
clasificación como imputable o ¡nimputa­
ble requiere una inevitable valoración
crítica que no puede soslayarse median­
te la aplicación de un cuestionable cien­
tificismo (15).

Insisto en ese aspecto porque en
muchísimas ocasiones pensamos que
cuando decimos que argo es cientifico
creemos que el problema ya está resuel·
to, pero es probable que la opresión sea
mayor, ya que el ropaje supuestamente
científico oculta ciertas valoraciones que
se imponen injustamente, pero con la
''tranquila conciencia" que produce el
cientificismo (16). la "ciencia" se convier­
te en el instrumento ideológico con el que
se oculta la opresión (17). El psiquiatra y
el juez, al definir los límites entre lo nor­
mal y lo anormal o entre lo que es impu­
table o inimputable, expresan un juicio de
valor cuyo contenido es incompatible con
una peligrosa objetividad en la que pare­
ce que se han desterrado los valo­
res (18).

Al igual que ocurre con la crimino­
logía crítica, el tema de la psiquiatría
alternativa es sumamente polémico y
aunque sus fundamentos son cuestiona­
bles en esencia, sin embargo, a pesar de
esta controversia tan importante, esta si­
tuación no debifita el hecho de que la
antisíquiatria cuestiona algunos de los
conceptos esenciales que tradicional­
mente se utilizan al evaluar la ¡nimputabi­
Iidad.

EVALUACiÓN JURrOICA.
En principio debo insistir en algo que

me ha llamado la atención, ya que en
algunas ocasiones los jueces olvidamos
que cuando empleamos el término enfer­
medad mental o lo Que vulgarmente se
denomina como locura, no nos debemos
circunscribir a un concepto estrictamen­
te físico-biológico. Existe la tendencia a
vincular la aplicación del artículo 42 del
Código Penal costarricense con la enfer­
medad mental, especialmente de tipo
orgánico, cuando realmente no es así, ya
que la fórmula biológico-normativa que
contiene el artículo 42 del Código Penal
no se circunscribe a una idea estricta­
mente biológica de la imputabilidad (19).
La ¡nimputabilidad no siempre tiene un
contenido físico-biológico, es decir, que
lo que podría catalogarse como inimputa­
ble es algo más que una simple suma de
anormalidades biológicas, es algo más
que eso, ya que puede referirse a la es­
tructura afectiva; es algo más complejo
que el concepto netamente biológi­
co (20). Me parece que en este aspedo
el juez encuentra graves problemas para
poder realizar una valoración, porque tal
como lo expresan diversos autores, la
evaluación sobre la inimputabilidad no es
un problema médico, sino que es esen­
cialmente jurídico. Es el juez el que debe
evaluar (21). El psicólogo o el psiquiatra
aportan elementos de juicio, dan sus
apreciaciones sobre el problema, pero es
al juez, en el caso concreto, al que le
corresponde resolver (22).

Es importante mencionar que ade­
más de que la ¡nimputabilidad es un
concepto polémico, también debe tomar­
se en consideración que su apreciación
se trasforma de acuerdo con el tipo de
delito que se atribuya; asr, una persona
puede ser inimputable para un delito eco­
nómico, pero puede no serlo para un
delito de lesiones corporales (23). Esta
diferencia se explica por el hecho de que
para un delito económico el infractor
requiere una estructura de personalidad
totalmente diferente a la que se requiere
para un delito de lesiones.

Asf es posible que una persona
posea capacidad de motivación respecto
de un delito de lesiones y que sea por
tanto imputable para este delito, pero Que
sea ¡nimputable y que no posea capaci­
dad de motivación respecto de una esta­
fa o fraude de simulación.

No se trata entonces de un proble­
ma relacionado con el contenido concep­
tual de la ¡nimputabilidad, sino que tam-

bién tienen especial importancia las cir­
cunstancias en que se produce el hecho
delictivo.

PRINCIPIOS CONSTITUCIONALES E
INIMPUTABILlOAD.

Desde un punto de vista procesal,
también la inimputabilidad suscita algu­
nas inquietudes e interrogantes, ya que
por ejemplo en el artículo 320, inciso ter­
cero, se establece que debe dictarse un
sobreseimiento total cuando se comprue­
be que existe una causa de inimputabili­
dad, autorizando además, la imposición
de una medida de seguridad. Se presu­
me en este caso, de acuerdo con la nor­
ma mencionada, que la imposición de
una medida de seguridad no requiere el
estricto respeto al DEBIDO PROCESO,
ya que se prescinde totalmente de una
etapa procesal tan importante como el
DEBATE, imponiendo además, una
medida que se presume beneficiosa,
pero que en la realidad puede ser tan
represiva como la pena privativa de la
libertad (24). Admite nuestro Código de
Procedimientos Penales que para el
inimputable al Que se le impone una me­
dida de seguridad no se requiere el cabal
cumplimiento del DEBIDO PROCESO,
pues no se discute en un proceso oral y
público si el hecho acusado es atribuible.
objetivamente, al ¡nimputable. El hecho
de que una persona no posea capacidad
de motivación o de culpabilidad, no justi­
fica una disminución significativa de las
garantías que exige el DEBIDO PROCE­
SO, salvo que se presuma que la medida
de seguridad no es realmente represiva y
que en última instancia se convierte en
un beneficio para quien debe cumplirla.
La medida de seguridad siempre signifi­
ca una grave limitación de la libertad, por
esta razón debe imponerse después de
que se ha realizado un juicio en el que se
respeten todas las garantías que exige
un Estado de Derecho (25). No se justifi­
ca realmente que por el hecho de que no
se pueda discutir la capacidad psíquica
de culpabilidad del acusado, se prescin­
da de la etapa de Debate, en la que rea/­
mente se desarrollan las garantías del
proceso a través de la oralidad, la contra­
dicción y la publicidad. El artículo 320,
inciso tercero, debe modificarse, ya que
aun en el caso de que se trate de un i,,­
imputable, la imposición de la medida de
seguridad debe producirse después de
que se ha realizado la audiencia oral y
pública, en la que lógicamente no se



discutiría la culpabilidad, pero sí se exa­
minadan todos los otros elementos que
permiten establecer que existe una rela­
ción de causa y efecto entre la acción del
¡nimputable y su resultado. De cualquier
forma la imposición de una medida de
seguridad exige el cumplimiento de todas
las garantías procesales, pues aunque
se excluya la culpabilidad, subsisten
otros aspectos que no deben decidirse
mediante una simple apreciación de la
prueba acumulada en la instrucción (26).
La declaratoria de inimputabilidad y la
imposición de la medida de seguridad no
justifican una violación al debido proceso.

Es cierto que en algunas ocasiones
el ¡nimputable no comprenderá el conte­
nido y la trascendencia de la acusación,
pero esta limitación no impide, de ningu­
na forma, la celebración de una audien­
cia oral en la que se discutan los hechos
que se atribuyen al inimputable y en
la que se pueda realmente cumplir con
los principios de oralidad, concentración
ycontradicción (27). Debemos desterrar
la idea de que la medida de seguridad no
es una pena y que por esa razón su
imposición no exige el cabal cumplimien­
to de todas las garantías que requiere el
debido proceso (28).

Tengo la impresión de que podría
plantearse un recurso de inconstituciona­
lidad contra el artículo 320, inciso terce­
ro, del Código de Procedimientos Pena­
les, puesto que cuando se impone una
medida de seguridad a un inimputable
prescindiendo de la etapa de debate, se
violan dos principios constitucionales, en
primer término, el debido proceso, como
ya se ha mencionado (art. 39 de la Cons­
tilución Política), y en segundo lugar la
disposición mencionada es contraria al
principio de igualdad, puesto que mien­
tras al ciudadano común se le impone
una pena o medida de seguridad des­
pués de una audiencia oral y pública, al
inimputab/e se le priva de esa garantía,
imponiéndose una medida represiva
mediante un proceso cuyas garantías
son sustancialmente inferiores a las de
un proceso ordinario que es el que se
le aplicaría a un ciudadano que no
sea inimputable. Esta discriminación no
se justifica, constituyendo por este moti­
vo una grave lesión al principio de igual­
dad ante la ley.

Otro aspecto que se ignora y que ha
sido objeto de una discusión en la juris­
prudencia italiana (29), es que el diag­
nóstico sobre la inimputabilidad debe ser
actual, de tal forma que se establezca

claramente que la persona requiere la
imposición de la medida de seguridad y
que su peligrosidad así lo exige, ya que
en muchas ocasiones, por el simple
hecho de que es inimputable, se te impo­
ne la medida, sin que se examine real­
mente si amerita algún tratamiento coac­
tivo. No debe imponerse la medida de
seguridad con base en un diagnóstico de
peligrosidad muy antiguo (un año o más)
o en el que no Se definen claramente las
razones por las que la persona debe ser
sometida a un tratamiento coactivo.

Suscita serios interrogantes el caso
de la persona que sufre en el momen­
to de la acción delictiva, un estado de
¡nimputabilidad transitoria, pero que des­
pués, recobra totalmente su capacidad
de motivación. En este caso no debe im­
ponerse la medida de seguridad, porque
no tiene ningún propósito preventivo,
puesto que el infractor no requiere ningún
tratamiento. En este aspecto el artícu­
lo 98, inciso primero, del Código Penal
costarricense, no es muy claro, ya que
impone al juez la obligación de decretar
una medida de seguridad al autor de un
delito que haya sido declarado ¡nimputa­
ble, sin que se distinga, entre el que su­
fre una inimputabilidad permanente y que
requiere una medida de seguridad y
quien ha tenido una imputabilidad transi­
toria y ha recobrado plenamente su ca­
pacidad de motivación; en este último
caso, aunque la ley no distingue, no se
justifica la medida de seguridad, porque
ésta no tendría ningún propósito y en
caso de que se impusiera en estas con­
diciones, se pervertiría totalmente la
medida de seguridad, convirtiéndola en
una pena manicomial forzosa (30). En
este caso al inimputable que ha supera­
do su estado de peligrosidad, le aplica­
mos una medida que en el fondo es una
típica pena, cuya imposición es ilegítima
y contraria al debido proceso.

Resulta incomprensible limitar la li­
bertad de una persona que no necesita,
de ninguna forma, ningún tratamiento,
salvo que pretendamos pervertir los fines
de la medida de seguridad y la convirta­
mos en una respuesta represiva frente a
una persona que no es peligrosa y que
no tenía capacidad de motivación al mo­
mento de cometer el hecho criminal. Tal
vez este problema no lo hemos plantea­
do muy claramente, porque consciente o
inconscientemente asumimos la idea de
que la medida de seguridad solo es
instrumento curativo y que no posee nin­
guna connotación represiva. Esta pre-
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sunción es errónea, porque como lo
mencioné anteriormente, las medidas de
seguridad sí son represivas, porque de
alguna forma lesionan la libertad de auto­
determinación y las de internamiento se
convierten, en la práctica, en una pena
privativa de la libertad.

Debemos abandonar esa visión op­
timista e ingenua, debiendo valorar las
medidas de seguridad por su efecto real
y no por lo que idealmente se pretende
que sean. Es obvio, por tanto, que todos
los casos de inimputabilidad no requieren
una medida de seguridad o un interna­
miento forzoso, como usualmente se
piensa (31).

Debe agregarse, como simple ob­
servación marginal, que nuestro Código
Penal no contiene ninguna disposición
que establezca algún ¡¡mite a la medida
de seguridad, respecto al hecho concre­
to, de tal forma que es probable que ésta
podrla ser, en algunos casos, despropor­
cionada en relación con la peligrosidad
del infractor o a la gravedad del hecho
cometido. En este aspecto, los jueces de­
berían aplicar el principio de proporciona­
lidad (32), aunque éste no lo contemple
expresamente nuestra legislación, que
denota con esta deficiencia su inclinación
peligrosista (33).

Las deficiencias que he señalado
permiten presumir que en muchos casos
al inimputable se le coloca en peores
condiciones que al imputable, pues a
pesar de que se presume que no tiene
capacidad para comprender la ilicitud de
sus actos o que no puede determinarse
conforme a esa comprensión, sin embar­
go, esta condición no lo releva de la apli­
cación de medidas mucho más severas
que la pena privativa de libertad. A esta
paradoja debe agregarse el hecho que
señala muy bien Bustos Ramírez, cuan­
do afirma que el juicio de inimputabilidad
puede ocultar fácilmente una sutil repre­
sión política en contra de aquéllos que
poseen un orden de valores distinto al
hegemónico (34). Los valores, la libertad,
y la dignidad humana no pueden disol­
verse o erradicarse mediante un pre­
tendido cientificismo que puede ser el
nuevo rostro de la arbitrariedad y la opre­
sión.

Los interrogantes y limitaciones que
plantea la inimputabilidad demuestran
que la dogmática no ha logrado desarro­
llar una teoría sobre el delincuente, todo
parece que se ha reducido al desarrollo
de una teoría del delito y de la pena, pero
se ha relegado, se ha ignorado, en gran
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medida, el desarrollo de una teorla sobre
el delincuente, que permitirla disminuir
sustancialmente los interrogantes que
surgen al examinar el tema de la ¡nimpu­
tabilidad (35).
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